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ESCUELA JUDICIAL RODRIGO LARA BONILLA

LISTA DE CHEQUEO – ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA DICTAR SENTENCIA ANTICIPADA 
DISPOSICIONES A APLICAR 

Artículo 38 L. 2080 de 2021 (Parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA)
Artículo 42 L. 2080 de 2021 (adiciona 182A al CPACA)

Elaborada por: JENIFER HORMIGA RINCÓN
Fecha: 05/09/2021  
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: ÁNGEL MANUEL PALACIO MOSQUERA
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-EJÉRCITO NACIONAL
	VERIFICACIÓN DE REGLAS PROCESALES PARA EMISIÓN DE SENTENCIA ANTICIPADA
Verifique que el término de traslado de la demanda se encuentra vencido y que no hay excepciones previas que resolver o no se advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad.
(Arts. 172, 175, 199 del CPACA)
Nota: para posibilitar que se pueda proferir sentencia anticipada, es necesario agotar de manera previa varios trámites dispuestos en el artículo 182A, esto es, las medidas que se señalan a continuación. 

	1. SENTENCIA ANTICIPADA ANTES DE LA AUDIENCIA INICIAL 
 (Numeral 1° del artículo 182A del CPACA)

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 


b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.
Cuando se verifique que procede la sentencia anticipada por alguno de los casos antes descritos, el juez o magistrado ponente debe: 

· Proferir auto donde debe pronunciarse sobre las pruebas cuando a ello hubiere lugar, aplicando el artículo 173 del CGP. 
· En la misma providencia debe fijar el litigio u objeto de la controversia. 

En firme las decisiones antes señaladas, se debe: 

· Correr traslado para alegar de conclusión en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 del CPACA, y, 

· En la providencia que así lo ordene, se debe indicar la razón, o razones, por la cual se dictará sentencia anticipada, la cual se expedirá por escrito posteriormente.  

· Luego de desarrollar el trámite anterior, no obstante estar cumplido los presupuestos para dictar sentencia anticipada con base en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 del CPACA.

Nota: 
El traslado para alegar puede disponerse en una providencia posterior y diferente de la que se pronuncia sobre las pruebas y fija el litigio, o también puede decretarse en esta última, ordenándole a la respectiva Secretaría que una vez en firme el pronunciamiento sobre las pruebas y la fijación del litigio, porque no se presentaron recursos, sin necesidad de una nueva providencia, corra a las partes el respectivo traslado para alegar. (Ver providencia de la Sección Segunda – subsección B del Consejo de Estado. Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez. veintiuno (21) de junio de dos mil veintiuno (2021). Referencia del expediente: 11001032500020180079100 (3026-2018). 

	2. SENTENCIA ANTICIPADA EN CUALQUIER ESTADO DEL PROCESO, CUANDO LAS PARTES O SUS APODERADOS DE COMÚN ACUERDO LO SOLICITEN, SEA POR INICIATIVA PROPIA O POR SUGERENCIA DEL JUEZ 
(Numeral 2° del artículo 182A del CPACA)

Analizar las siguientes situaciones y proferir las decisiones que corresponde así: 
a. Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá realizarse conjuntamente con estos;

b. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará traslado para alegar dentro de ella y, surtido el traslado para alegar, se proferirá sentencia oral o escrita;

c. Si la solicitud se hace por escrito, las partes podrán allegar con la petición de emisión de sentencia anticipada, sus alegatos de conclusión, de lo cual, se dará traslado por diez días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes, a través de providencia escrita en la que se acepte la petición proveniente de las partes de proferir sentencia anticipada;

d. Con la aceptación de esta petición por parte del juzgador, se entenderán desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver; y

e. El juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o colusión



	3. EN CUALQUIER ESTADO DEL PROCESO, CUANDO EL JUZGADOR ENCUENTRE PROBADA LA COSA JUZGADA, LA CADUCIDAD, LA TRANSACCIÓN, LA CONCILIACIÓN, LA FALTA MANIFIESTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA Y LA PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA
(Numeral 3° del artículo 182A del CPACA)

En estos eventos se debe proceder de la siguiente manera: 

a. Se correrá traslado para alegar, y en la providencia que así lo ordene, el juzgador precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará; y

b. Escuchados o revisados los alegatos se proferirá sentencia anticipada, pero también se podrá reconsiderar la decisión de proferir sentencia de manera anticipada, y, en consecuencia, se continuará el trámite normal del proceso.

Nota: en el caso de la transacción, enlistada en el tercer evento en el que se puede dictar sentencia anticipada, se procederá en la manera que a continuación se describe. 

	4. EN CASO DE ALLANAMIENTO O TRANSACCIÓN 

(Numeral 4° del artículo 182A del CPACA)

En estos casos, el trámite será el siguiente: 

a. Se dictará sentencia anticipada de manera inmediata, en aplicación del artículo 176 del CPACA; pero

b. El juzgador podrá rechazar el allanamiento o la transacción, y decretar pruebas de oficio, cuando advierta fraude o colusión o lo pida un tercero que intervenga en el proceso, también en aplicación del artículo 176 del CPACA; y
c. Cumplido lo anterior, el juzgador podrá proferir sentencia anticipada inmediatamente -si ha desaparecido la sospecha de fraude o colusión-, o continuará el trámite normal del proceso.




Se aclara que, si bien pertenezco al Juzgado 27 Administrativo de Medellín, en vista de que a la fecha no contamos con el número suficiente de procesos en los que se pueda realizarse el estudio de la sentencia anticipada por el número de participantes del despacho en diplomado, por esa razón se trabajó con un proceso del Juzgad o 17 Administrativo de Medellín  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

JUZGADO DIECISIETE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Medellín, --- () de junio de dos mil veintiuno (2021)

	Providencia
	Sentencia No. -- de 2021

	Proceso
	Nulidad y Restablecimiento del derecho – laboral 

	Demandante
	ÁNGEL MANUEL PALACIO MOSQUERA

	Demandado
	NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-EJÉRCITO NACIONAL

	Radicado
	05001 33 31 017 2020 00057 00

	Instancia
	Primera

	Temas y Subtemas
	Incremento salarial/ Subsidio familiar/ Prestación periódica /Caducidad.

	Decisión
	Niega las pretensiones por caducidad


Se decide en primera instancia la demanda que a través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, instaura el señor ÁNGEL MANUEL PALACIO MOSQUERA, en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-EJÉRCITO NACIONAL. 

1. DEMANDA

La demanda fue presentada el 6 de marzo de 2020, ante la Oficina de Apoyo Judicial de los Juzgados Administrativos, correspondiendo su conocimiento a este Juzgado, quien la admitió por auto del día 10 de agosto del mismo año.  Con ella se pretende:

1.1 PRETENSIONES: 

Se declare la nulidad del acto administrativo contenido en el Oficio N° 2020311000126341: MDN-CGFM-CEOJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 27 de enero de 2020, emitido por el EJÉRCITO NACIONAL, a través del cual se niega el reconocimiento del subsidio familiar y la reliquidación prestacional con esta partida.

Que se inaplique el artículo 1° del Decreto 1161 de 2014.


A título de restablecimiento del derecho se disponga: 

Condenar a la entidad demandada a reconocer, reliquidar y pagar  el subsidio familiar desde el momento del matrimonio, 29 de septiembre de 2009, y hasta la fecha de retiro del servicio activo, 15 de octubre de 2016. 

Se reliquide el porcentaje correspondiente a la prima de antigüedad, de servicios, vacaciones, prima de navidad y cesantías, con la nueva base prestacional

La indexación de los valores reconocidos y se condene en costas.

1.2.   HECHOS 

Los hechos relevantes del proceso, son narrados por la parte demandante así:

El señor ÁNGEL MANUEL PALACIO MOSQUERA, se vinculó al servicio del Ejército Nacional desde el 10 de enero de 2009, luego homologado como soldado profesional a partir del 1° de septiembre de 2003, calidad que ostentó hasta el 15 de octubre de 2019, fecha en que se retiró del servicio activo.

El demandante contrajo matrimonio el día 29 de septiembre de 2009, y posteriormente, la accionada mediante orden administrativo N.° 2440 del 30 de diciembre de 2014, decide reconocer el subsidio familiar en los términos del Decreto 1161 de 2014, el cual considera que no le era aplicable porque la vigencia de esta disposición es posterior al hecho constitutivo de la prestación, pues su monto es menos favorable al establecido en normativa anterior, y el Decreto por el cual le fue concedido, derivaba su legalidad del Decreto 3770 de 3009, del que fuera decretada su nulidad por el Consejo de Estado en sentencia del 8 de junio de 2017.

En esta medida, por considerar que se tenía derecho a percibir el subsidio familiar según el Decreto 1794 de 2000, en la asignación salarial mensual, durante el servicio activo, posterior a las nupcias, el día 14 de enero de 2020 elevó una petición en este sentido a la demandada, quien a través del acto demandado negó el reconocimiento de la partida en los términos que eran solicitados.

2. NORMAS VIOLADAS 

Cita como disposiciones vulneradas:

· Artículos 1, 2, 4, 6, 13, 29, 46, 48, 53, 83, y 217 de la Constitución Política.

· Leyes 131 de 1985, y 4ª de 1992, artículo 10

· Decretos 1793 y 1794 de 2000.

CONCEPTO DE VIOLACIÓN.

Parte indicando la vulneración de los derechos fundamentales a la igualdad y favorabilidad de las prestaciones laborales, porque al aplicar una disposición normativa posterior a la adquisición del derecho a devengar el subsidio familiar para los soldados profesionales, más cuando la norma que había eliminado la partida fue declarada nula y con efectos retroactivos, desconoce la preceptiva constitucional que ordena la equivalencia de trato entre quienes están en una misma situación, garantías que no pueden ser desmejoradas en sus derechos salariales, cuando existe una norma que consagra un mayor valor del subsidio.

Para lo anterior argumenta que, al haberse declarado la nulidad del Decreto 3770 de 2009, el cual eliminó el subsidio familiar, retornó la vigencia del Decreto 1794 de 2000, que lo había creado y consagrado en una partida equivalente al 4% del salario más la prima de antigüedad, por tanto, aplicable al demandante desde el momento de contraer nupcias, esto es, desde el 29 de septiembre de 2009 y hasta el momento del retiro del servicio activo; sin que resultase procedente el reconocimiento que por menor valor se le hizo a partir de la vigencia del Decreto 1161 de 2014,desde el 24 de junio de ese año, por tener vigencia después del estatus y por ser regresiva en el monto de la prestación.

Enfatiza que el Decreto 1161 de 2014 es una norma posterior a la consolidación del estado civil de casado del demandante, el cual resulta menos favorable que la partida del subsidio regulada en el Decreto 1794 de 2000, que retomó su validez cuando se declaró la nulidad del Decreto 3770 de 2009, por el cual se había eliminado el subsidio familiar.  En esta medida, señala la procedencia de conceder la prestación mientras se estuvo prestando el servicio activo y hasta el 15 de octubre de 2016, fecha de retiro, primero por el valor total del rubro, y luego en el menor valor concedido, sin que haya afectación de la prescripción porque esta se contaría a partir de la ejecutoría de la sentencia que declaró la nulidad del Decreto 3770 de 2009, desde el 8 de junio de 2017.

3.  CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.
La demandada se notificó a través del buzón de la Entidad, además del envío físico de los traslados respectivos, obteniendo respuesta oportuna, en la que se indicó:

3.1. A LOS HECHOS Y PRETENSIONES 

A través de apoderada, la entidad accionada manifiesta que son ciertos los hechos relativos a la vinculación del demandante con la institución y al reconocimiento del subsidio familiar, pero los demás se tratan de apreciaciones normativas o citas jurisprudenciales; con la oposición a la prosperidad de la pretensiones, toda vez que el acto demandado fue emitido con el lleno de los requisitos de ley, y al demandante no le asiste derecho al subsidio familiar en los términos del Decreto 1794 de 2000.

Como argumentos de defensa formuló las siguientes 

3.2. EXCEPCIONES

Como tales propuso:

3.2.1 Caducidad: como quiera que el señor ANGEL MANUEL PALACIOS MOSQUERA fue retirado del servicio activo del Ejército Nacional por tener derecho a la pensión por Orden Administrativa de Personal N° 1834 de fecha 6 de julio de 2016, conforme la hoja de servicios N° 3-10182278, con baja efectiva el 15 de julio del 2016, y cualquier reclamación de naturaleza salarial o prestacional en instancia contenciosa, caducó 4 meses después al día siguiente en que se dio el retiro efectivo de la institución.  Regla confirmada por la jurisprudencia del Consejo de Estado.

3.2.2 Improcedencia al reajuste solicitado: el demandante no acreditó, ni solicitó conforme los procedimientos reglados, el cumplimiento de los requisitos para acceder al reconocimiento y pago del subsidio familiar cuando se encontró en servicio activo, no siendo procedente dicha solicitud cuando ya no existía un vínculo laboral con la Entidad. 

Además, en aplicación analógica de la jurisprudencia del Consejo de Estado, sentencia de unificación del 25 de abril de 2019, no se afectaría el derecho a la igualdad de quienes antes de la entrada en vigencia del Decreto 1161, causaron el derecho a la asignación de retiro por no estar definida en la ley el subsidio familiar, por lo cual, de igual manera, quienes no causaron su derecho en los términos del decreto 1794, durante la vigencia de este, tampoco tendrían derecho a que se les reconociera de manera retroactiva, ya que el cambio normativo obedece a la evolución de las normas jurídicas en cuanto al reconocimiento de los derechos y prestaciones, es decir el principio de progresividad.
3.2.3 Presunción de legalidad del acto acusado: el oficio N° 2020311000126341MDN-CGFMCOEJC-JEMGF-COPER-DIPER-1-10 de fecha 27 de enero del año 2020, goza de total legalidad y validez, toda vez que se expedido con fundamento en normas legales y, en ningún momento, fue proferido de manera arbitraria, y contra el cual no se acreditó con el material probatorio que padeciese ninguno de los vicios propios de los actos administrativos. 

3.2.4 Prescripción de derechos: con fundamento a jurisprudencia de Altas Cortes, señala que desde el momento mismo de la vinculación del accionante y a partir de los pagos recibidos durante la prestación del servicio, pudo haber efectuados las respectivas reclamaciones o actuaciones judiciales, pero dado el paso del tiempo, las particas requeridas podrían verse afectadas por la prescripción de las sumas.
4. TRASLADO PARA ALEGAR

En vigencia de la Ley 2080 de 2021, por auto del 1° de marzo del mismo año, se prescindió de la realización de audiencias inicial, y por considerar la configuración de la causal 3ª de sentencia anticipada, se corrió traslado para presentar alegaciones finales de forma escrita, dentro de cuya oportunidad las partes se pronunciaron así: 

4.1. Demandante.

El apoderado de la parte actora descorrió el traslado para alegar con memorial en el que reitera los argumentos de la demanda, donde afirma haberse probado la calidad de soldado profesional del demandante, el matrimonio de este para el día 29 de septiembre de 2009, la declaratoria del nulidad del Decreto 3770 de 2009, del que se deriva el Decreto 1161 de 2014, por el cual se concedió el subsidio familiar en fecha posterior a su causación, y por menor valor al que se debió aplicar con el Decreto 1794 de 2000, que recobró su vigencia al anularse aquel.  Razones por las cuales debe reconocerse el derecho al pago de la partida del SUBSIDIO FAMILIAR dentro de la asignación mensual que devengó el representado desde la fecha en que se conformó su unión marital de hecho hasta la fecha del retiro del servicio activo, con la consecuente reliquidación de prestaciones. 

4.2 Demandada.

En sus alegaciones insistió en los razonamientos de la contestación, e hizo énfasis en que la pretensión de incluir el subsidio familiar dentro de la pensión de invalidez no es de recibo porque dicha partida no hace parte de los factores salariales enlistados en el artículo 13 del Decreto  4433 de 2004.  Adicionalmente, la sentencia de Unificación del 25 de abril de 2019, número interno 1701-2016, que guarda relación con la materia por discernir acerca de las partidas incluidas en la asignación o pensión, donde concluye que los rubros computables en la asignación de retiro son las enlistadas en ley, y en las mesadas causadas con posterioridad al año 2014, se incluirá el subsidio familiar según el porcentaje del Decreto 1794 de 2000, pero las anteriores no contarán con dicho rubro.  Finaliza alegando la caducidad del medio de control, toda vez que se debió acudir a la jurisdicción dentro de los 4 meses siguiente a la desvinculación del servicio, en consecuencia, en atención a que se reconoció la asignación de retiro con alta del servicio del 15 de julio de 2016, precluyó la oportunidad para demandar. 

4.3 El Ministerio Público no rindió concepto.

5. CONSIDERACIONES PARA DECIDIR.

Se observa que el proceso se ha adelantado con todas las etapas procesales correspondientes y como no aparece causal que pueda generar nulidad de la actuación, se procede a estudiar lo que en derecho corresponda en el siguiente orden:

5.1  Jurisdicción y Competencia 

La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo conoce de las controversias y litigios originados en la actividad de las entidades públicas, esto es, juzga los actos administrativos, los hechos, las omisiones, las operaciones administrativas y los contratos estatales.

Cualquier persona que se crea lesionada en un derecho amparado en una norma jurídica, podrá, mediante el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular y se le restablezca el derecho, igualmente podrá solicitar que se le repare el daño. 

Dispone el artículo 155 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que es competencia de los jueces administrativos en primera instancia conocer de asuntos de carácter laboral, que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de quinientos salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

6. PROBLEMA JURÍDICO.

Corresponde en esta oportunidad determinar ¿Le asiste al demandante el derecho a que se le reconozca y pague el subsidio familiar desde el momento en que contrajo matrimonio y, durante las prestación del servicio activo, hasta el retiro, con el reajuste del menor valor percibido por el período en que devengó la partida,  y posteriormente, reajustar las prestaciones que se ven afectadas con el cambio de base de liquidación por este lapso temporal?

6.1. RESPUESTA AL PROBLEMA JURÍDICO

Este Juzgado sostendrá como respuesta al problema jurídico planteado, que no es procedente el reajuste salarial con la inclusión del subsidio familiar demandado, porque el ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho se vio afectado por la caducidad, en atención a que existió decisión administrativa durante la prestación del servicio que reconoció dicho subsidio, y en esta medida, una vez finalizada la relación legal o reglamentaria por retiro del servicio, con la adquisición del estatus de pensionado se perdió la oportunidad para reclamar el emolumento, debiendo demandarse su reconocimiento por mayor tiempo y/o pago de saldos deficitarios, dentro de los 4 meses siguientes del acto que la concedió en 2014 o al término del vínculo laboral. 

Para dar solución al problema jurídico planteado, se deberá tener en cuenta el término de caducidad del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho para reclamar acreencias durante el servicio activo.

6.2 CONSIDERACIONES DEL CASO CONCRETO.

En el presente caso debe definirse si la demanda se presentó oportunamente o si por el contrario, para la fecha de su radicación había operado el fenómeno de la caducidad, teniendo en cuenta que éste es un presupuesto de la acción, que de haberse constatado obligaba al rechazo del medio de control, en razón de haberse acudido extemporáneamente a la jurisdicción.

El artículo 164 del Código del Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo consagra los términos para intentar el derecho de acción en los diferentes medios de control, y sanciona su inobservancia con el fenómeno de la caducidad; así, en el literal d), numeral 2°, dispone sobre el término para intentar la nulidad y restablecimiento derecho, que: 

“Art. 164.- La demanda deberá ser presentada: 

(...) 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 

(...) 

d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las disposiciones establecidas en otras disposiciones legales”
Como pasa de verse, el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho caduca al cabo de los 4 meses siguientes al día en que se produzca la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto definitivo, según sea el caso.  Esto significa que una vez vencido el término de caducidad, se cierra la posibilidad de demandar el acto ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

Las normas de caducidad dan lugar a la configuración de cargas procesales relacionadas directamente con el deber de colaborar con la Administración de Justicia, razón por la cual el sistema normativo establece términos perentorios para el ejercicio del derecho de acción. Es claro que las normas que regulan términos de caducidad son de carácter procesal porque imponen una carga temporal al demandante y su incumplimiento no conlleva la inexistencia del derecho, sino a la imposibilidad de hacer su reclamación por vía judicial.

En el asunto bajo examen, el objeto de la demanda es el reconocimiento, reliquidación y/o pago de la partida de subsidio familiar dentro de la asignación salarial que el demandante devengaba en servicio activo de conformidad con lo establecido en el artículo 11 del Decreto 1794 de 2000, partida que está contemplada para ser pagada de manera habitual, es decir, mes por mes, ya que íntegra la asignación mensual que devengan los soldados profesionales, la cual considera que se deber otorgar desde la causación del derecho, esto es, a partir del 29 de septiembre de 2009, cuando contrajo matrimonio, y hasta el 15 de octubre de 2016, fecha de retiro del servicio activo; cuyo monto debió liquidarse conforme lo prescribe el decreto en cita, en su valor total hasta la concesión de la prestación en el año 2014, y por la diferencia del inferior rubro reconocido desde esta oportunidad y siguientes.

En el plenario se encuentra probado que el demandante ingresó al servicio del Ejército Nacional como soldado voluntario, y para el año 2003 se homologó como soldado profesional, quien contrajo matrimonio el 29 de septiembre de 2009, se le reconoció el subsidio familiar en 2014, el cual devengara hasta la nómina de junio de 2016, y que fuera computada en la asignación de retiro reconocida.  Además, se encuentra que el demandante reclamase el pago del subsidio en los términos del Decreto 1794 de 2000, desde la consolidadción del estado de casado y hasta la finalización de la relación legal, pero que le fuese negada por la demandada según el acto administrativo demandado  (Fls. 1 a 20, archivo escaneado 02).  

Para resolver sobre la oportunidad del derecho de acción, esta agencia judicial observa que en el hecho 8° del recuento fáctico de la demanda se indica la existencia de la Orden Administrativa N.° 2440 del 30 de diciembre de 2014, por la cual se reconoció el subsidio familiar en una cuantía del 23%, según información tomada de la hoja de servicios (Fl. 5, archivo 01).  Situación también señalada por la demandada en el acto demandado, donde se expresa que “Una vez consultado el Sistema de Administración de Talento Humano (SIAT), se evidenció que a su prohijado se le reconoció el 23% del subsidio familiar mediante Orden Administrativa de Personal  N° 2440 del 30 de diciembre de 2014, con novedad fiscal 15 de septiembre de 2014 discriminado así:…” 

En este punto, ante la existencia de una decisión administrativa que durante la relación laboral reconoció el subsidio familiar, la caducidad inició a contar desde la notificación de la misma, o en su defecto, se tuvo la posibilidad de requerir o solicitar lo aquí demandado cada vez que recibía su pago, con observancia de las reglas de prescripción, tal y como lo está reclamando en la presente causa
, más cuando considera que la causación fue anterior a la expedición del anulado Decreto 3770 de 2009, por el cual se suprimió la partida para fechas futuras a los soldados profesionales que no lo devengaban.  Durante estas oportunidades se pudo solicitar del reconocimiento del subsidio (fecha de reconocimiento y hasta la de desvinculación), y se pudo haber recurrido el acto en concreto para que el pago comprendiese aquellas mesadas no canceladas previamente, en virtud de haber adquirido el estatus de casado en vigencia del Decreto 1794 de 2000, según lo afirma.

Para el efecto, haciendo analogía con la caducidad de las prestaciones periódicas devengadas en vigencia de la relación reglamentaria, se tuvo hasta el momento de retiro del servicio activo para acudir a la jurisdicción para reclamar el subsidio debatido, tanto por la cifra no reconocida como por el menor monto pagado desde la vigencia fiscal del 15 de septiembre de 2014, según lo expresa el acto contenido en la orden administrativa de ese año, puesto que si las reclamamos contra prestaciones salariales y sociales en servicio activo se afectan por la caducidad desde la finalización del vínculo laboral o la relación reglamentaria, con mayor razón sucedería con aquellas donde hubo un acto administrativo emitido con antelación, con la liquidación y cancelación del rubro mes a mes.

Cosa distinta serían las prestaciones sociales adquiridas después de la finalización de la relación con el empleador, puesto que con la consecución de la asignación de retiro con posterioridad al retiro del servicio, lo procedente sería solicitar la reliquidación de esta última prestación de carácter pensional, dado el caso de tener inconformidad con las partidas que componen tanto del ingreso base de cotización con de liquidación, entre entre ellas, el subsidio familiar; circunstancia que sería ajena a esta Litis y a cargo de otra entidad, pero sobre las cuales sin término de caducidad podría ser reclamadas en cualquier tiempo, pero ninguna orden podría emitirse en este sentido en el presente caso sobre la asignación en servicio activo.

Este juzgado entiende que la posibilidad de demandar los actos administrativos posteriores a la prestación del servicio que negaron el reconocimiento del subsidio familiar, por solicitudes efectuadas durante el término de la prescripción de las reclamaciones laborales, cuya fecha de caducidad empezará a correr con las respuesta expresa o presunta, le asiste a quienes no devengaron la partida durante la relación reglamentaria y reunían los requisitos para adquirirlo, bajo la condiciones del régimen vigente, y no para quienes lo solicitaron y les fuera reconocido por decisión de la administración en servicio activo; tal y como sucede con el demandante, quien debió controvertir Orden Administrativa N.° 2440 del 30 de diciembre de 2014, o como lo considera el Juzgado en privilegio del derecho de acción, hasta el momento de finalización del vínculo laboral.  Hecho que no acreditó el actor, puesto que la petición de la partida se efectuó el 14 de enero de 2020 (Fl. 1, archivo 02).

Se ejemplifica lo anterior, un soldado que prestado el servicio como soldado profesional, no obstante haber cumplido con los requisitos para acceder al subsidio familiar con anterioridad a la vigencia del Decreto 1161 de 2014, bien pudo haber reclamado la partida durante el servicio activo y acudir a la jurisdicción según la respuesta, a los 4 meses de la decisión; o si finalizado el servicio activo, solicitarlo durante los años siguientes de la prescripción y demandar la negativa a los 4 meses de la notificación del acto.  Si embargo, para quienes hubo una decisión administrativa durante el servicio activo, estos debieron acudir a demanar su inconformidad a los 4 meses del acto, o, en una extensión de la teoría de las prestaciones periódicas causadas durante el servicio, enjuiciar la decisión mientras durase el vínculo, y no con posterioridad.  

La multi-referida sentencia que declaró la nulidad del Decreto 3770 de 2010 (sentencia 065 de 2017), aun cuando tiene efectos ex tunc, esto no habilita para demandar el pago de partidas consolidadas con la anterioridad a la Orden Administrativa N.° 2440 del 30 de diciembre de 2014, puesto que si así lo necesitaba o consideraba el actor, debió cuestionar esta decisión de la administración de manera oportuna, toda vez a su parecer el subsidio familiar era causada con antelación a la vigencia temporal este cuerpo normativo, en cuyo caso, eventualmente podría ser de recibo la solicitud de la prestación de acuerdo a la reglamentación del Decreto 1794 de 2000, pero no resulta viable exigir su aplicación tantos años después de concederse el subsidio familiar por acto administrativo, o de haberse dado el retiro del servicio activo.  

En CONCLUSIÓN, tenemos que la prestación reclamada por la demandante le fue reconocida mediante Orden Administrativa N.° 2440 del 30 de diciembre de 2014, acto administrativo que definió la situación del actor frente al subsidio familiar, y además se culminó la relación reglamentaria por retiro del servicio por pensión posteriormente, en consecuencia, la partida pretendida, debió haber sido reclamada durante este espacio temporal de servicio activo.  Por consiguiente, era frente a aquel acto administrativo que la parte interesada debía interponer el recurso facultativo de reposición o enjuiciarlo directamente ante ésta jurisdicción, y no respecto de la respuesta dada al derecho de petición formulado con posterioridad a su desvinculación, el cual no tuvo la finalidad de provocar una respuesta en sede administrativa, sino que, a través de este, se pretendió revivir los términos de la caducidad del medio de control.
7. CONDENA EN COSTAS.

Conforme lo disponen los artículos 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y 365 del Código General del Proceso, numeral 8, al efectuar la valoración de las pruebas obrantes en el proceso, no existe ninguna que indique causación de expensas distintas a los gastos ordinarios del proceso, que son asumidos por las partes en la defensa de sus intereses, razón que, al margen de la conducta de estas, lo sugiere que no es menester imponer una condena en costas.
En merito a lo expuesto EL JUZGADO DIECISIETE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA

PRIMERO:
DECLARAR probadas las excepciones de CADUCIDAD formulada por la NACIÓN-MINIDEFENSA-EJÉRCITO NACIONAL, en la demanda interpuesta por el señor ÁNGEL MANUEL PALACIO MOSQUERA, en ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.
SEGUNDO: Se NIEGAN las pretensiones de nulidad y restablecimiento del derecho presentadas por el señor ÁNGEL MANUEL PALACIO MOSQUERA, según las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
TERCERO: Sin condena en costas.
CUARTO: En firme esta providencia, archívese el expediente, previas las anotaciones en el sistema de registro.

NOTIFÍQUESE  y  CÚMPLASE,
JUAN GUILLERMO CARDONA OSORIO

JUEZ
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� Consejo de Estado, Sentencia del 19 de febrero de 2009, expediente 24609. C.P. MAURICIO FAJARDO GOMEZ.


� Aun cuando esta agencia advierte que el Consejo de Estado en alguna oportunidad ha considerado que esta prestación económica no se corresponde con las prestaciones periódicas, así se haya causado mensualmente y pagadas con regularidad en nómina, porque no cubre contingencias laborales, sino que es un beneficio al trabajador con bajos recursos, por consiguiente se corresponde más con una prestación social.  Consejo de Estado. Sección Segunda.  Radicado interno 2461-18.  Auto del 26 de julio de 2018. C.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez. 
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